PROYECTO DE COMUNICACIÓN

  La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda y ante la gravedad y reiteración de casos de prostitución infantil dados a conocer por los medios en los últimos meses, implemente en breve tiempo una campaña masiva de prevención, donde haga hincapié en los derechos de las niñas y niños y en la responsabilidad de loa clientes en la explotación sexual comercial de niñas niños.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:


La problemática de la prostitución infantil comienza a ser incluido en la agenda de los estados a partir de la década del ’90, dando lugar a algunas iniciativas, muy limitadas por cierto, y a algunas propuestas de reformas legislativas. En amplios sectores hay todavía, al menos en la Argentina, una cierta ambigüedad en cuanto al reconocimiento claro y preciso de la explotación sexual comercial como diferencia de otras formas de la explotación infantil: el abuso sexual –tanto intrafamiliar como de otros adultos- y la explotación laboral.


La resistencia de la mayoría de la sociedad a reconocer la importancia, la magnitud y la gravedad de la problemática es por ahora grande: por un lado se relativizan los casos de explotación calificándola de aislados y propios de subculturas de la marginalidad, por otro la prostitución de mujeres, no importa la edad, se considera una “necesidad para el funcionamiento equilibrado de la sexualidad” (masculina). Son estos valores los que facilitan y naturalizan la explotación. Cuando se trata de niñas, se la ve como una consecuencia lógica de su condición de “mujeres” y si ya han pasado la pubertad, se minimiza la gravedad del abuso, ignorando las relaciones de poder de género y el autoritarismo y la violencia que los adultos ejercen sobre las niñas y los niños. Esta ideología contribuye a negar, justificar y ocultar estos abusos, cuando no a lucrar con o proteger a quienes lucran con la explotación sexual infantil.


Una política integral debe ser desarrollada principalmente desde el Estado, lo cual significa que el Estado debería priorizar políticas, programas y acciones para garantizar los derechos de los niños, y para ser más eficaz en la prevención de las situaciones que promueven y facilitan la acción de las organizaciones así como una mayor efectividad en la representación de las organizaciones y acciones delictivas.


La presencia de niñas, niños y adolescentes en circuitos de oferta sexual no puede calificarse ni de aislada ni de poco significativa, sino de habitual. En estos días se conocieron  nuevos casos en nuestra provincia, específicamente en la Ciudad de Rafaela, donde desde una organización civil se denunció que niñas menores de 14 años son trasladadas desde la ciudad de Santa Fe para ser explotadas sexualmente en esa ciudad (El Litoral, 28 de febrero de 2006). Pero noticias de este tenor se encuentran habitualmente en los diarios de toda la provincia. En la ciudad de Rosario, encontraron “una menor” ejerciendo la prostitución en un allanamiento en una “casa de citas”  (La Capital, 23 de febrero de 2006) o la niña raptada en 2001 de la ciudad de Santa Fe obligada a ejercer la prostitución en la localidad cordobesa de El Arañado (Notife, 1° de Diciembre de 2005). 


La explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes constituye una extrema violación a sus derechos humanos. Por esto, debe ser un tema prioritario de discusión en las agendas y en la ejecución de medidas por parte de los máximos ámbitos de decisión de las políticas públicas, especialmente en nuestro país, que además de haber sancionado e incluido en la Constitución Nacional la Convención sobre los Derechos del Niño se ha sancionado la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, que en su Artículo 9, Derecho a la Dignidad y a Integridad Personal “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante”. 


Es el Estado, entonces el que debe garantizar a los niños, niñas y adolescentes, en este caso de nuestra provincia el ejercicio efectivo de todos estos derechos. 


Es necesario implementar acciones integrales y permanentes para combatir esta explotación sexual o comercial. Más allá de esto, la propuesta aquí es reaccionar con rapidez ante estas noticias con campañas masivas que por un lado alerten y prevengan y por otro remarquen la responsabilidad de los clientes o usuarios del sistema como parte indispensable del circuito comercial, sin la cual no se sostiene la prostitución infantil y es por todo lo expuesto que les solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.
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